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    INTRODUCCIÓN



    Los ensayos que aparecen en este volumen pertenecen al campo de la historia política, esto es, al terreno de las luchas por el poder en un período de la historia nacional. En las sociedades modernas, el poder se concentra en el Estado, en la institución que monopoliza, o pretende monopolizar, la dominación de un pueblo organizado como nación. Aunque definir el Estado es tarea delicada, sus variadas facetas lo hacen ambiguo y francamente esquivo, se lo debe diferenciar de la idea de gobierno, del ejercicio de la autoridad. Hay gobiernos que carecen de Estado (el de las comunidades primitivas), pero todos los Estados se ven tutelados por un gobierno, por un grupo de individuos a quienes se ha confiado la ejecución de las funciones del Estado. Los gobiernos cambian, sus representantes entran y salen, pero el Estado permanece como el asiento estable de la supremacía. Los gobiernos lo ponen en movimiento y lo orientan en una u otra dirección siguiendo sus premisas ideológicas y el curso de las fuerzas políticas del momento. Pero el Estado también cambia, bien sea mediante plebiscitos y reformas constitucionales o a través revoluciones que ponen en cuestión el orden establecido.


    Para efectos de orientar a los lectores interesados en la historia política, el Estado se puede definir como el conjunto de instituciones públicas que controlan la población de un territorio de manera autónoma y soberana. Es el establecimiento encargado de mantener el orden y de conferir seguridad a sus miembros frente a una eventual agresión extranjera o ante a una convulsión interna. Ejerce el control de la vida social y salvaguarda los derechos y deberes de los asociados. En los Estados modernos, los de nuestros días, aquellos que surgieron de la Revolución Francesa, su marcha está conformada por la operación conjunta de tres poderes estrechamente relacionados: el legislativo, el ejecutivo y el judicial. Su realización exige la presencia de un parlamento, de un presidente o primer ministro y de unas cortes que atiendan las oscilaciones de la justicia. La coerción se ejerce mediante leyes custodiadas por los tribunales con la ayuda de los organismos de seguridad: la policía, las oficinas de inteligencia y las Fuerzas Armadas. De allí que muchos analistas afirmen, siguiendo a Max Weber, que el Estado es la entidad que posee el uso legítimo de la violencia para asegurar, como última instancia, el cumplimiento de las normas estatuidas.


    En este contexto, la política apunta al juego orientado a copar la esfera gubernamental, a la lucha por alcanzar y retener, por un tiempo, las instancias encargadas de administrar el Estado. Una vez en el poder, la política se traduce en habilidad y manejo del mando ante las fuerzas en contra. Tiene en sus manos los recursos materiales del Estado –los funcionarios, las fuerzas armadas y los ingresos provenientes de impuestos, ayudas internacionales o utilidades de las propiedades públicas– y, algo que desdeñan los analistas, de sus recursos espirituales (ideales), esto es, de la capacidad para promover leyes y de hacerse al prestigio de la entidad que encarna la autoridad en el conjunto de la nación. Todo ello hace que la política sea el arte, la pericia y destreza, de influir en las decisiones públicas.


    ¿Cómo se llega al poder? En las sociedades democráticas, como la colombiana, ante todo por elecciones, pero también por golpes de Estado y por alzamientos de grupos armados. Las elecciones son empresas complejas, que cuestan y agotan a sus promotores. Las alientan los partidos políticos, el nervio de las democracias modernas. Se los llama partidos porque parten las adhesiones de una comunidad, porque dividen la sociedad en fracciones que lucha por idearios distintos y contrapuestos.


    Quien llega al gobierno nombra los funcionarios para dirigir las dependencias claves del Estado. Promueve leyes en el Congreso y tiene a su haber un presidente que las ejecuta y unos jueces que juzgan los delitos y los pleitos entre los particulares y entre estos y el Estado mismo. Con frecuencia hay disensiones entre estos poderes, pero es más fácil salvarlas cuando se está en el gobierno que cuando se está por fuera de él. No hay que descartar, sin embargo, que un Estado –como decía Montesquieu– es una sociedad que tiene leyes. Los Estados difunden normas, pero también están sujetos a reglas que regulan su actuación. Estas últimas están consignadas en las cartas constitucionales, disposiciones que constriñen la voluntad desbocada de los gobiernos. En estos casos se los llama Estados de derecho, ordenamientos en los cuales los miembros de la sociedad, incluidos los que ocupan posiciones directivas, están sujetos, por igual, a códigos y procedimientos legales. Aquí los reguladores son asimismo objeto de regulación, y autoridad que rebasa el código penal y también conoce la penitenciaría.


    Los historiadores dan vida a esta arquitectura formal del Estado. Exploran su énfasis centralista o federativo, su carácter autoritario o abierto y participativo. Refieren el origen de los partidos, su actividad, sus líderes y el origen social de sus integrantes sin dejar de lado los intereses materiales y espirituales que están detrás de sus demandas. Examinan las ideologías y el grado de aceptación que alcanzan en la opinión pública. Se vuelcan sobre el sistema jurídico –los códigos, los reglamentos y las cartas constitucionales– y exploran su capacidad de coartar la conducta de individuos, grupos y corporaciones. Saben que el Estado está inmerso en una red de normas que legitiman su mandato y orientan sus programas, y que aquellos que las subviertan entran en manifiestos aprietos con el conjunto de la organización social. No descuidan las revoluciones, los alzamientos y las guerras civiles o los enfrentamientos con otros Estados. Los historiadores saben, por lo demás, que a menudo es más fácil llegar al poder que retenerlo. Conservarlo es labor de acuerdos, alianzas y apoyos, recursos nada fáciles de adquirir cuando una administración pasa por profundas crisis. Los anales políticos están llenos de profetas desarmados. Esto y más aparece en las páginas del presente libro de Álvaro Tirado Mejía.


    El volumen cubre el siglo XIX y buena parte del XX. Comienza delimitando el territorio y la población que intentaba regir el Estado colombiano nacido de las jornadas de Independencia. Registra la caída de la legislación colonial y el surgimiento de un derecho acorde con la nueva situación. Tirado es abogado y sabe que el derecho es hijo de la sociedad que orienta, pero jamás olvida que una vez que el derecho establece sus reales se vuelca sobre su progenitora con aires de independencia y de autonomía reguladoras. Estudia el surgimiento de los partidos políticos. Muestra cómo la historia del país es también la historia de un persistente bipartidismo que sólo comenzó a resquebrajarse bien avanzada la segunda mitad del siglo xx. Mientras que los conservadores se presentaban como un partido sosegado, práctico, amante de la tradición, de la religión y nada dispuesto al entusiasmo transformador, los liberales se afanaban por el cambio en los terrenos de la economía, el derecho, la educación y la organización social. Promovieron la abolición de la esclavitud, la separación de la Iglesia y el Estado, el establecimiento de una educación laica y el libre albedrío en asuntos de religión, sin descuidar la libertad de imprenta y la liberación del comercio y la industria.


    Los alzamientos, la violencia y las guerras civiles están muy presentes en la exposición de Tirado. En medio de ello subraya las limitaciones de la participación política, terreno que le sirve para examinar las bases sociales y económicas de la política. Las mujeres estaban excluidas de las jornadas electorales, lo mismo que los analfabetas y los carentes de propiedad. Esto dejaba por fuera, en el siglo XIX, a esclavos y a camadas enteras de indígenas y mestizos. En una población donde cerca del 90 % de la población adulta no sabía leer y escribir, los que elegían y podían ser elegidos eran un grupo muy reducido. La sustracción de la mujer de los asuntos políticos se afincaba en creencias bien arraigadas. Un intelectual muy atendido de finales del siglo XIX, Carlos Martínez Silva, se preguntó en su curso de Derecho Público dictado en la Universidad Nacional en 1889: ¿Por qué las mujeres no deben participar en política? A lo cual contestó sin rodeos: a las mujeres no se les debe permitir intervenir directamente en los puestos públicos porque son personas destinadas al hogar y a los oficios domésticos. Y todo ello porque


    la mujer en el hogar, como madre, hija o esposa, está llamada a desempeñar muchos deberes que son incompatibles con las funciones electorales, políticas y administrativas. En las mujeres, sobre la razón, prevalece el sentimiento, y no hay cosa menos a propósito que éste para gobernar. Si tal sistema de gobierno femenino se aceptase, se da, en primer lugar, un golpe de muerte a la familia. En segundo lugar, el gobierno es la fuerza, y ésta es incompatible con el sexo femenino. Además, se alteraría el orden natural de la sociedad, pues los hombres son los que están, por la naturaleza, destinados a las funciones políticas y no a los oficios domésticos.1


    La sociedad colombiana del siglo xx anunció escenarios muy distintos a los del XIX. La Colombia del XIX fue ante todo una sociedad rural, dispersa, aislada y pobre. Cuando esta centuria finalizaba, el país apenas superaba los tres millones de habitantes. Pero el siglo xx fue otra cosa. Conoció la expansión de las ciudades, la industria, la educación y el surgimiento de nuevas clases. Desaparecieron las guerras civiles y en su lugar brotaron motines urbanos y revueltas rurales con demandas apenas conocidas en el pasado. Buscaban un puesto en el juego político para cristalizar sus demandas. Aparecieron los “movimientos de masas”, los sindicatos, los paros, las huelgas y los partidos de clase que, si bien no ponían en cuestión el orden, sí representaban intereses de sectores en ciernes por fuera de los partidos tradicionales. Muchos de ellos eran críticos acerados del Estado en manos de grupos restringidos calificados de oligarquías. El partido liberal –señala Tirado– alcanzó en un momento a captar buena parte de estos malestares asimilándolos a sus estrategias electorales, pero era claro que con el paso de los años se hacia más difícil identificarse con sus reclamos. Los liberales eran gobierno o una opción de gobierno, no agrupación anti statu quo.


    El libro de Tirado, Una historia política de Colombia, conformado por dos ensayos de síntesis, registra el desenvolvimiento del Estado nacional a lo largo de siglo y medio de luchas, tensiones y conflictos. Los trabajos son muy afines y se nutren mutuamente. Examinan problemas similares y los temas que apenas se insinúan en uno de ellos, alcanzan un mayor tratamiento en el otro. El lenguaje de Tirado es claro, fluido y abierto. Evita la jerga, los conceptos alados carentes de contenido preciso tan corriente en la ciencia política de la hora. Va tras el dato y su significado, y su exposición es ajena a la elocuencia y al elogio desbocado de líderes y partidos. Lo asiste un tono crítico y un afán de comprender procesos complejos. El lector se siente seguro a medida que avanza en sus páginas, y si bien puede no estar de acuerdo con algunas de sus apreciaciones, sabe con seguridad lo que pensaba el autor al respecto.


    Estos ensayos subrayan de nuevo la importancia de la historia política, el campo más dinámico de la ciencia de Ranke. Se sabe que la política es ante todo acción, afirmación y contienda en torno al manejo del Estado. En él reside el poder, esa dimensión de los litigios humanos que alude a la capacidad de imponer nuestra propia voluntad a los demás a pesar de su eventual resistencia, dimensión que en el plano político se traduce en dominación cuando se busca regularizar la obediencia en un reino, en un territorio que se afirma como nación.


    Gonzalo Cataño

  


  
    
      
        1 Carlos Martínez Silva, Obras completas (Bogotá: Imprenta Nacional, 1935), vol. V, pp. 223-224. Esto parecía un eco redoblado de Corintios I, 14, 34-35: “Las mujeres cállense en las asambleas, porque no les toca a ellas hablar, sino vivir sujetas, como dice la Ley. Si quieren aprender algo, que en casa pregunten a sus maridos”.
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 EL ESTADO Y LA POLÍTICA EN EL SIGLO XIX



    






    EL TERRITORIO Y LA LEGISLACIÓN



    En diciembre de 1819, tras la batalla de Boyacá, fue expedida en Angostura, actual territorio venezolano, la Ley Fundamental que constituyó la República de Colombia. Comprendía ésta el Virreinato de la Nueva Granada, con su Capitanía General de Venezuela, el Reino de Nueva Granada y la Presidencia de Quito. La República así formada se dividió en tres departamentos: Venezuela, Quito y Cundinamarca. Por disposición de una junta de gobierno, el territorio de Panamá, que estaba adscrito al Virreinato de la Nueva Granada, se unió a la República de Colombia en 1821. Ese mismo año, el 30 de agosto, fue firmada en Cúcuta la Constitución de la República de Colombia con la misma base territorial, pues según su artículo sexto, ésta «comprendía el antiguo Virreinato de la Nueva Granada y la Capitanía General de Venezuela».1 En ese momento no todo el territorio venezolano estaba liberado, como tampoco lo estaban una porción del sur de Colombia y la región ecuatoriana. La República de Colombia así formada se conoce en la historia como la Gran Colombia, que duró hasta 1830, año en el cual se expidió una nueva Constitución para todo el territorio, aunque ésta no tuvo vigencia porque ya iba en marcha el proceso de desintegración que confluiría, a partir de aquel año, en la formación de Colombia, Ecuador y Venezuela. Panamá permaneció como territorio colombiano hasta 1903.


    El 17 de noviembre de 1831 se dictó la «Ley Fundamental del Estado de la Nueva Granada», según la cual, en su artículo primero, «las provincias del Centro de Colombia forman un Estado con el nombre de Nueva Granada». A partir de ese momento se expidieron, durante el siglo XIX, seis Constituciones, en: 1832, 1843, 1853, 1858, 1863 y 1886, la cual, con sus reformas, rigió hasta 1991, cuando se expidió una nueva Constitución, que continúa vigente; el país llevó el nombre de Nueva Granada entre 1832 y 1858; de Confederación Granadina entre 1858 y 1863 (en este período y durante la insurrección de Mosquera contra el gobierno central, en el pacto transitorio, firmado entre algunos Estados el 20 de septiembre de 1861, se adoptó el nombre de Estados Unidos de Colombia); de Estados Unidos de Colombia entre 1863 y1886, y de República de Colombia desde 1886 hasta el presente. Asimismo, durante el siglo XIX, además de decenas de rebeliones locales, se presentaron ocho grandes guerras civiles: la de 1839 a 1841, conocida como Guerra de los Conventos o de los Supremos; la de 1851; la de 1854; la de 1859 a 1862; la de 1876-1877; la de 1884-1885; la de 1895 y la de 1899 a 1902, conocida esta última como guerra de los Mil Días. Las transformaciones constitucionales, los cambios de nombre y las guerras eran la expresión de un debate de intereses e ideas que comenzaba en la prensa o en la tribuna, pasaba frecuentemente por los campos militares y se plasmaba en actos constitucionales que concretaban los intereses, ideas y aspiraciones de los vencedores.


    El Estado republicano surgido de la desintegración del Imperio español y de la desmembración de la Gran Colombia debía, como todo Estado, delimitar su territorio. Se optó entonces por la doctrina conocida en derecho internacional como Uti Possidetis, que se acogía a las divisiones administrativas del Imperio colonial español. Sin embargo, la tarea no fue fácil por lo impreciso de las líneas en ciertos lugares, pero sobre todo porque obraban intereses regionales y políticos que trataban de imponerse sobre las disposiciones administrativas. Así, por ejemplo, a la discusión, expedición y firma de la primera Constitución granadina, la de 1832, no concurrieron los representantes de las provincias caucanas de Buenaventura, Chocó, Pasto y Popayán, que insistían en anexarse al Ecuador.2 Con todo, en ese mismo año dichas provincias se integraron al territorio granadino tras la evacuación de Pasto por las tropas del presidente ecuatoriano Juan José Flores. La delimitación de esta frontera estuvo pendiente en varias ocasiones, bien durante la guerra civil de 1839 a 1841, en la que el gobierno granadino obtuvo el apoyo de tropas ecuatorianas que vinieron hasta Pasto para combatir a los revolucionarios, o durante las guerras que se libraron contra el Ecuador: en 1862, cuando tras la batalla de Tulcán fue hecho prisionero el presidente ecuatoriano Gabriel García Moreno, y en 1863, cuando las tropas comandadas por Tomás Cipriano de Mosquera vencieron en el combate de Guaspud a las del vecino país.


    Como heredero del Estado colonial español, el Estado republicano conservó durante los primeros decenios varios de sus rasgos e instituciones. La legislación española se mantuvo en lo que no fuera contrario a las disposiciones republicanas. En lo penal, la incompatibilidad entre la legislación española y la nacional produjo la tácita derogatoria de muchos de los principios fundamentales de la legislación española. En 1837, por medio de la ley 22, de junio, se expidió un nuevo Código Penal. La ley 14, de mayo de 1834, estableció un orden de aplicación de las leyes en los tribunales civiles, eclesiásticos y militares, por medio del cual debían aplicarse con primacía las granadinas que se fuesen dictando, en su defecto las leyes colombianas (de la Gran Colombia), y a falta de éstas, el cuerpo de legislación español con las preeminencias establecidas en la misma ley. «Creados los Estados Federales que formaron luego la Confederación Granadina, la legislación nacional que continuó siendo durante algunos años la misma española vino a carecer de importancia, porque aquéllos quedaron con facultades para legislar en los ramos del derecho privado. Todos modificaron primero que la Nación el derecho español, sancionando códigos basados en leyes de otros países. En cuanto a las leyes civiles adoptaron, puede decirse, las de Chile, que tenían su fuente principal en las de Francia».3


    En los asuntos nacionales las leyes españolas rigieron hasta 1873, con las modificaciones que les introdujo el legislador colombiano, las cuales, en el campo del derecho civil, sólo tuvieron importancia en cuanto a mayorazgos y vinculaciones; «en lo demás, puede decirse que aquellas leyes continuaron tales como habían estado en vigor durante la Colonia. En 1873 se resolvió el gobierno nacional a hacer lo que desde algunos años antes se había verificado en los estados federales: a sustituir el derecho civil español por otros cuya fuente principal estaba en el derecho civil francés, expidiendo un Código Civil que casi no debía tener aplicación sino en los territorios nacionales que administraba directamente el gobierno».4 En cuanto a la contabilidad nacional, durante la primera administración de Tomás Cipriano de Mosquera (1845-1849) se varió el sistema colonial y se optó por el de partida doble. Asimismo, en este período se adoptó el sistema métrico decimal para las pesas y las medidas y se reguló la circulación de moneda, creándose como unidad monetaria el Real de Plata, pues hasta 1847 circulaban oficialmente signos monetarios que, como la «macuquina», procedían de México y Perú desde la época colonial.


    
      
        1 Las referencias a las Constituciones son tomadas de Manuel Antonio Pombo y José Joaquín Guerra, Constituciones de Colombia, Bogotá, Biblioteca Popular de Cultura Colombiana, 1951, cuatro tomos.

      


      
        2 La Constitución de 1832 definía los límites del Estado de Nueva Granada así, en su artículo 2º: «Los límites de este Estado son los mismos que en 1810 dividían el territorio de la Nueva Granada de las Capitanías Generales de Venezuela y Guatemala y de las posesiones portuguesas del Brasil; por su parte meridional sus límites serán definitivamente señalados al sur de la Provincia de Pasto».

      


      
        3 Fernando Vélez, Datos para la historia del derecho nacional, Medellín, Imprenta del Departamento, 1891, p. 77.

      


      
        4 Ibíd., p. 79.

      

    


    






    EL ESTADO EN EL PERÍODO 1830-1850


    El Estado colonial se enmarcó en el ámbito del mercantilismo. Su función era reproducir las condiciones para la extracción de excedente económico con destino a la metrópoli, y según las prácticas y principios mercantilistas, esto se hizo por medio de la reglamentación del monopolio. El derecho indiano era casuístico, se prescribía todo en la conducta social, el traje según las castas, los libros buenos y los malos y las obligaciones religiosas. Dentro del monopolio fiscal, muchos productos estaban estancados y un impuesto específico gravaba cada acto comercial y cada actividad. Gran parte de la tierra estaba monopolizada y para ella no había libre circulación comercial: los resguardos, propiedad realenga dada en uso a los indígenas, no eran en principio enajenables. Los ejidos, tierras comunales, tampoco lo eran, y los bienes de la Iglesia estaban gravados en múltiples formas con censos y capellanías, por ejemplo, y tenían una precaria vida comercial. Monopolio había para el comercio: las rutas, los puertos habilitados, la nacionalidad de los comerciantes. Toda la concepción colonial era jerárquica y la vida cotidiana estaba jerarquizada: la metrópoli y la colonia; las castas con sus blancos —españoles y criollos—, indios, negros, mestizos, mulatos, zambos y cuarterones. La administración se ejercía por medio de una burocracia estatal —civil, religiosa o militar— para los españoles y excepcionalmente para los criollos nobles y ricos; burocracia media para los americanos blancos; burocracia religiosa mediante la Iglesia, cuyos obispos y clérigos, gracias al patronato, eran verdaderos funcionarios estatales. El Ejército también estaba jerarquizado en sus mandos y en su composición: la alta oficialidad era española (en las postrimerías del Imperio colonial se fundó una academia militar en España para nobles americanos. Allí estudiaron algunos de los libertadores de América), y para los no blancos había batallones de «pardos». La autoridad real se ejercía por derecho divino y la legitimación ideológica de la dominación colonial estaba sancionada por la misión civilizadora y catequizadora sobre los infieles. Al clero, entre sus funciones administrativas, se le confió el monopolio de la enseñanza.


    En un ámbito de libertad se impuso la república formada por ciudadanos libres, eso sí con significativas restricciones para la mayoría de la población, como que se mantuvo la esclavitud, y el estatuto legal de los indígenas para ciertos aspectos —tributarios y de propiedad territorial— siguió siendo diferente y discriminatorio. El aparato estatal sin metrópoli se conservó formalmente. La función principal no era ya extraer excedente económico para España, sino obtenerlo para los criollos que lograron la emancipación. El monopolio sobre la tierra se conservó y en gran parte la estructura fiscal se mantuvo con leves modificaciones. Los vasallos americanos insurrectos contra el monarca no podían esgrimir la catequización y el derecho divino de los reyes como base del poder. La misión civilizadora se prosiguió entonces justificada en la soberanía popular, base constitutiva de la república y encarnación de la igualdad entre los desiguales. La vida jerárquica se mantuvo, pero en adelante no hubo españoles —chapetones— en la cúspide de la pirámide burocrática, sino que las altas dignidades civiles, eclesiásticas y militares pasaron a manos de un reducido núcleo de criollos.


    Una muestra del control del aparato estatal en sus más altas esferas —civil, eclesiástica y militar— nos da una rápida visión de algunas personas que ocuparon los cargos de mayor importancia burocrática en los primeros cuarenta años de vida republicana. Joaquín Mosquera —de Popayán— ocupa la presidencia de la República de Colombia al retirarse Simón Bolívar en 1830. Fue luego mencionado varias veces para la presidencia y en múltiples ocasiones ocupó un asiento parlamentario. El general José María Obando, su pariente de la misma ciudad, se encargó de la presidencia en 1831, mientras se posesionaba Santander. En 1841 la ocupa el general Pedro Alcántara Herrán, yerno del general Tomás Cipriano de Mosquera, quien lo sucede por primera vez en la presidencia de la república en 1845, y el cual, a su vez, era hermano de Joaquín Mosquera. En 1849 es elegido presidente el general José Hilario López, del grupo payanés, y en 1853 lo sucede su coterráneo, el general José María Obando, quien ocupa la presidencia por segunda vez. Al ser éste destituido lo sucede el terrateniente esclavista caucano Manuel María Mallarino. Cuatro años después, durante la rebelión acaudillada por el general Tomás Cipriano de Mosquera, rebelión que lo conduciría de nuevo a la presidencia de la república, el partido conservador le opone como candidato presidencial primero a su yerno, el general Pedro Alcántara Herrán, y luego a su sobrino, el general Julio Arboleda. Durante todo este tiempo la silla del arzobispado de Bogotá estuvo ocupada por monseñor Fernando Caicedo, pariente del general Domingo Caicedo, presidente encargado de la república en 1831 y varias veces vicepresidente; por monseñor Manuel José Mosquera, hermano de los presidentes Joaquín y Tomas Cipriano de Mosquera, y por monseñor Antonio Herrán, hermano del general presidente Pedro Alcántara Herrán, quien, como se vio, era yerno del general Tomás Cipriano de Mosquera, el cual, a su vez, era hermano de Joaquín Mosquera, hermano de monseñor Mosquera, tío de Julio Arboleda y pariente del general Obando.


    Los proyectos constitucionales que se presentaron para regir la república jerarquizada y aquellos que se adoptaron eran expresión de esa realidad. El pensamiento constitucional de Bolívar quedó plasmado en el proyecto que presentó para la República de Bolivia, con presidencia y senado vitalicios y con representación consagrada según las jerarquías culturales y económicas. En las Constituciones de 1832 y 1843 se conservaba la esclavitud y se restringían la nacionalidad, la ciudadanía y el sufragio.


    La guerra de Independencia se hizo a nombre de la libertad, de la igualdad. La independencia política respecto a España se logró, pero la igualdad tardó en manifestarse en los textos constitucionales. La Constitución de la Nueva Granada en 1832 establecía en su artículo quinto que eran granadinos por nacimiento «los hombres libres» y los «libertos» que reunieran determinados requisitos de residencia o amor a la república, o los hijos de esclavos nacidos libres, y otorgaba el derecho de ciudadanía a los varones que fueran casados o mayores de veintiún años, siempre que supieran leer o escribir —requisito éste que no se haría exigible hasta 1850, pues uno de los dones que traería la libertad sería el del alfabetismo—, y siempre que no se fuera «sirviente doméstico o jornalero». La Constitución de 1843 estableció que eran granadinos los hombres libres, por nacimiento o libertos, o los hijos libres de esclavas, siempre que reunieran determinados requisitos de «amor a la independencia y la libertad», o de domicilio, y concedió el derecho de ciudadanía a los mayores de veintiún años que tuvieran bienes por trescientos pesos o rentas de ciento cincuenta al año y que supieran leer y escribir. Al igual que en la Constitución anterior, la exigencia del requisito de alfabetismo se prolongó hasta 1850, pues se persistía en la ingenua creencia de que con consagrar en los textos la libertad, ella traería de suyo la instrucción. Según el derecho natural, marco filosófico de dichos estatutos, todos los hombres eran iguales, pero el derecho de sufragio, dadas las restricciones mencionadas, sólo podía ejercerlo un mínimo porcentaje de la población. «No sería nada arriesgado estimar en un cinco por ciento a lo sumo la proporción de varones adultos».5 La guerra de 1839 a 1841, en la que tomaron parte como insurrectos muchos indígenas y esclavos, dio lugar a la expedición por los vencedores de la Constitución autoritaria de 1843 y a las leyes de represión de esclavos. Aunque la Constitución de 1843, expedida «en el nombre de Dios Padre, Hijo y Espíritu Santo», en el artículo segundo hiciera declaración democrática en el sentido de que «la nación granadina… no es ni será nunca el patrimonio de ninguna familia ni persona», lo cierto es que miles de familias esclavas siguieron siendo patrimonio de personas. La ley 21, de julio de 1821, había decretado la libertad de vientres y había suprimido la trata de esclavos hacia el exterior. Sin embargo, para los libertos hijos de esclavos que nacieran con posterioridad a dicha ley, ésta estableció que debían permanecer sirviendo a los amos de sus madres hasta la edad de dieciocho años, con el fin de indemnizar a éstos los gastos de alimentación y vestido durante el período de sujeción. La represión posterior a la guerra sirvió, so pretexto de castigar a los sediciosos, para prolongar la esclavitud disfrazada de los libertos. El decreto del 12 de abril de 1842 era de apariencia simplemente administrativa. En él se ordenaba un censo de población esclava con el propósito velado de saber cuántos libertos de dieciocho años había en el país y cuántos libertos menores se aproximaban a esa edad. Con base en él, en ese mismo año, la ley 29, de mayo, estableció el concierto forzoso para los hijos de esclavos «libres», entre la edad de dieciocho y veinticinco años, destinándolos a un «oficio, arte, profesión y ocupación útil, concertándolo a servir con su antiguo amo o con otra persona de respeto que pueda educarlo e instruirlo». Los que no se concertaren, o se fugaren, serían considerados vagos y «destinados por el alcalde al ejército permanente». Como complemento fue expedida la ley 22, de junio de 1843, «sobre medidas represivas de los movimientos sediciosos de esclavos», que derogó la prohibición de la ley de 1821 sobre la trata de esclavos y, en consecuencia, autorizó su exportación, eso sí, no sin antes consignar el sano y caritativo propósito de preservación de la familia, al establecer que «la venta de los esclavos casados se haga sin dividir los matrimonios y bajo la condición de que los hijos de tales esclavos nacidos libres a virtud de la ley, no se extraigan contra la voluntad de sus padres y sin que conste en el documento de venta de éstos la condición de libres de sus hijos» (artículo sexto).


    Desde el punto de vista de su organización, el Estado granadino era centralista, y tanto en la Constitución de 1832 como en la de 1843, el territorio se dividía en provincias, cantones y distritos parroquiales. Para ser elegido presidente, senador o representante se requería una base patrimonial y el poder ejecutivo tenía amplias atribuciones. La organización estatal estaba jerarquizada como expresión de la estructura social.


    
      
        5 David Bushnell, Política y sociedad en el siglo XIX, en Lecturas de historia, Tunja, Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia, 3, 1975, p. 31.

      

    


    






    LOS PARTIDOS LIBERAL Y CONSERVADOR EN SUS ORÍGENES



    El partido liberal y el partido conservador en Colombia se estructuraron a mediados del siglo XIX. Como fechas de referencia están 1848, para el programa liberal que esboza Ezequiel Rojas, y 1849, para el programa conservador redactado por Mariano Ospina Rodríguez y José Eusebio Caro. La guerra de Independencia había sido en gran parte comandada por los sectores terratenientes y esclavistas del sur del país, cuyo epicentro estaba en el Cauca, en Popayán, y por la burguesía comerciante de Cartagena y otras ciudades. Al concluir la guerra estas clases sociales, ninguna de las cuales era lo suficientemente fuerte para imponerse a la otra, establecieron una alianza inestable a nivel del Estado, en la cual el grupo terrateniente logró la preservación del statu quo y el sector comerciante del libre comercio, fundamentalmente con Inglaterra, el cual fue ejercido a través de Jamaica y otras posesiones antillanas. Esta situación dio lugar a nuevas realidades. La influencia inglesa, por ejemplo, que se manifestó en las carreras de caballos, en el periódico que en inglés se redactaba en Bogotá y en la Sociedad Bíblica, en la que participó gran parte del clero. Con las mercancías inglesas vino también el pensamiento político de Bentham, que proponía un sistema dirigido hacia la investigación de la naturaleza y la observación de los hechos, el racionalismo jurídico y su ética típicamente burguesa, y la posibilidad de crear un sistema de normas jurídicas claras que reemplazara la casuística y el particularismo de la legislación indiana. La influencia de Bentham y el debate sobre su obra se prolongó en Colombia durante el resto del siglo XIX.
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